PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1º: Modifícase la ley 13.066, la que quedará redactada de la siguiente manera:

“Articulo 1º: Créase en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires el Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable, destinado a toda la población, sin distinción de sexo, edad, estado civil o número de hijos, en el marco del respeto a las pautas culturales, éticas y religiosas de los demandantes. 

Articulo 2º: Serán objetivos de este Programa:

a) Asegurar a los habitantes de la Provincia el ejercicio de manera libre, igualitaria, informada y responsable de los derechos reproductivos, tales como: 

1) La planificación familiar, voluntaria y responsable.

2) La realización plena de la vida sexual.

b) Priorizar las políticas de prevención y atención en la salud de los/as adolescentes, considerando de alto riesgo a este grupo poblacional y atendiendo especialmente a la prevención del embarazo y a la asistencia de la adolescente embarazada. 

c) Garantizar la protección integral del embarazo, para que toda mujer y su pareja puedan gozar del mismo y atravesar el parto y el puerperio en las mejores condiciones físicas, psicológicas y sociales. 

d) Promover la lactancia materna y posibilitar las condiciones para el amamantamiento dentro de horarios y lugares de trabajo como también fuera de él.

e) Disminuir la tasa de morbimortalidad materno infantil. 

f) Contribuir en la educación sexual de la población y, en especial, de los niños y adolescentes, prevenir y detectar las enfermedades de transmisión sexual, y las patologías genitales y mamarias.

g) Capacitar a docentes, profesionales y personal específico en educación sexual, para ayudar a la familia en la educación de los hijos en esta materia.

h) Informar, otorgar y prescribir por parte del profesional médico, los métodos conceptivos y anticonceptivos, aprobados por el ANMAT, incluido el dispositivo intrauterino y la anticoncepción de emergencia, así como los métodos de contracepción quirúrgica, tales como Ligadura de trompas de Falopio y Vasectomía, elegidos libremente por parte de los beneficiarios del programa, los que serán otorgados respetando las convicciones y criterios de sus destinatarios.
i)  Fomentar el estudio y las investigaciones relacionadas con la infertilidad y con las terapias destinadas a resolver la misma, asegurando el derecho igualitario de todas los ciudadanos de acceder a los diferentes tratamientos existentes con el propósito de resolver la infertilidad.
Artículo 3º: Todos los establecimientos médico asistenciales públicos o privados de salud, a través de sus servicios y con las estrategias de atención primaria de salud, brindarán las siguientes prestaciones:

a)  Información y asesoramiento sobre prevención de patologías genito-mamarias y de enfermedades de transmisión sexual. 

b) Información y asesoramiento sobre los métodos anticonceptivos disponibles, su correcta utilización, su efectividad, sus contraindicaciones, ventajas y desventajas.

c) Controles de salud, estudios previos y posteriores a la prescripción y utilización de anticonceptivos y a la aplicación de métodos de contracepción quirúrgica.

d) Prescripción, colocación y/o suministro de anticonceptivos garantizando la accesibilidad a los mismos de los pacientes que no posean cobertura social o no cuenten con los medios para obtenerlos.

e) Aplicación de métodos de contracepción quirúrgica, tales como Ligadura de trompas de Falopio o Vasectomía, en los casos en que no sean aplicables otros métodos anticonceptivos, por causas de orden físico-clínico y/o psico-sociales y se cuente con indicación terapéutica precisa, habiéndose otorgado previamente el consentimiento escrito del o de la paciente. 

f) Prescripción y/o suministro de anticonceptivos de emergencia.

g) Información y asesoramiento de un servicio interdisciplinario organizado dentro del marco del presente Programa destinado a pacientes que hayan optado por métodos de contracepción quirúrgica, que asegure el estado de plena conciencia y el conocimiento de los alcances y de las consecuencias de los mismos. 

Asimismo, en los establecimientos médico-asistenciales públicos, el suministro de anticonceptivos, incluido el dispositivo intrauterino y el anticonceptivo de emergencia , será totalmente gratuito para aquellos pacientes que no cuenten con cobertura de obra social. Igual tratamiento se le dará a la aplicación de métodos de contracepción quirúrgica, tales como Ligadura de trompas de Falopio y Vasectomía, así como su recanalización.

Articulo 4°: El Poder Ejecutivo designará a la Autoridad de Aplicación de la presente ley.

Articulo 5°: La Autoridad de Aplicación deberá:

a) Garantizar el cumplimiento de los objetivos del Programa creado por la presente Ley. 

b) Asesorar y capacitar al personal profesional y no profesional para el cumplimiento de este Programa. 

c) Coordinar con las autoridades educativas de la Provincia de Buenos Aires los contenidos cognoscitivos y actitudinales, las acciones, metodologías y expectativas de logros en materia de educación sexual a desarrollar para con los educandos, desde el inicio de la Educación General Básica, y adaptar los mismos de acuerdo a los distintos niveles de educación. 

d) Dictar los reglamentos necesarios para hacer efectivos cada uno de los objetivos. 

e) Supervisar, monitorear e informar acerca de la evolución del Programa y proponer los mecanismos de ajustes que, a su juicio, considere necesarios. 

f) Universalizar la información, de manera tal que la misma llegue a toda la población de esta Provincia, en especial a jóvenes y adolescentes escolarizados y no escolarizados. 

g) Informar sobre las conductas de riesgo, y brindar contención a los grupos de riesgo. 

h) Elaborar estadísticas. 

i) Asegurar la provisión y abastecimiento de los insumos, bienes y servicios no personales, que resulten necesarios para el cumplimiento del presente Programa y, en el mismo sentido, a los Centros de Salud o dependencias en las cuales se desarrollen acciones previstas en la presente Ley. 

Articulo 6°: Los métodos anticonceptivos deberán ser de carácter reversible y transitorio, y serán elegidos voluntariamente por los interesados, salvo indicación o contraindicación médica específica. Los profesionales médicos podrán prescribir todos los métodos anticonceptivos autorizados por la autoridad competente.

Artículo 7º: Para el caso de que el paciente opte por el método de contracepción quirúrgica, o por el método anticonceptivo de emergencia, se deberá contar con el previo asesoramiento e información detallada de un servicio interdisciplinario, organizado dentro del marco del presente Programa Provincial, que asegure el conocimiento de los alcances y de las consecuencias de la elección de dichos métodos de contracepción. 

Para la aplicación del método de contracepción quirúrgica se requerirá, en forma previa a la intervención, el consentimiento escrito del paciente mayor de edad, con la notificación acerca de los riesgos médicos asociados a la práctica de que se trata. De igual manera, en forma previa al suministro del anticonceptivo de emergencia, se requerirá el consentimiento escrito del paciente mayor de edad, o de los padres o tutores de la paciente cuando se tratare de una menor, con la notificación acerca de los riesgos médicos asociados al suministro del mismo.

Artículo 8º: Los hospitales públicos estatales respetarán la objeción de conciencia de los integrantes de los equipos de salud y, a tal fin, permitirán suscribir una declaración jurada que comprometa dicha objeción, tanto en la práctica asistencial pública como en la privada, las que una vez suscriptas serán obligatorias en todos los ámbitos. La objeción de conciencia permitida no exime de responsabilidad a los servicios de la red asistencial pública provincial en cuanto a la prestación de la práctica quirúrgica de referencia, debiendo los mismos arbitrar los medios necesarios para su realización.

Articulo 9°: El Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA) incorporará dentro de su cobertura médico asistencial las prestaciones médicas y farmacológicas referidas a los métodos conceptivos y anticonceptivos, así como los métodos de contracepción quirúrgica, que establece la presente Ley. Asimismo incorporará la cobertura de los diversos tratamientos destinados a resolver la infertilidad, a asistir en la  fertilización de los pacientes, a la contención psico-social de los mismos y a la atención del parto, el período de puerperio, y la asistencia a la madre y al o a los recién nacidos.

Articulo 10°: Las autoridades educativas de gestión privada, confesionales o no, darán cumplimiento a los objetivos del presente Programa en coordinación con la Autoridad de Aplicación.

Articulo 11º: Invítase a las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires a adherir a la presente ley.

Articulo 12º: Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar las adecuaciones necesarias en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio correspondiente con la finalidad de dar cumplimiento al presente Programa.

Articulo 13º: Comuníquese al Poder Ejecutivo”.

ARTICULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

 

F U N D A M E N T O S

 

La Provincia de Buenos Aires cuenta, desde hace algún tiempo, con la ley 13.066 que establece un Programa Provincial para garantizar a “toda la población, sin discriminación alguna” políticas orientadas a la promoción y desarrollo de la Salud Reproductiva y la Procreación Responsable. Sin embargo, a más de dos años de la entrada en vigencia de dicha ley, ha quedado demostrado que las garantías que presupone brindar la norma no alcanzan a la totalidad de los bonaerenses, y que el programa establecido por la misma se cumple sólo muy parcial y mínimamente.

La presente iniciativa tiene por objeto introducir modificaciones al texto de la mencionada ley, con los siguientes propósitos: Extender el dictado de la educación sexual a los distintos niveles del sistema educativo formal, y diversificar la oferta de posibilidades y métodos de anticoncepción y prevención del embarazo no deseado, tanto como sea científica y moralmente posible, de acuerdo a las pautas culturales que nos caracterizan a los argentinos y, en particular, a los bonaerenses, y a la siempre cambiante realidad que nos toca transitar; incluyendo a tal efecto al dispositivo intrauterino, a la anticoncepción de emergencia y a los métodos de contracepción quirúrgica, tales como Ligadura de trompas de Falopio y Vasectomía, dentro del listado de métodos anticonceptivos sobre los cuales los servicios hospitalarios informarán y prescribirán a los destinatarios del Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable. 

La Organización Mundial de la Salud define el logro de la salud reproductiva a través de cuatro objetivos fundamentales: 1) Que todas las parejas tengan posibilidad de reproducirse y regular su fertilidad; 2) Que toda mujer pueda gozar de un embarazo y de un parto con total seguridad de salud; 3) Que el resultado tenga éxito en términos de sobrevivencia y de bienestar de la madre y el niño; 4) Que todas las parejas puedan gozar de relaciones sexuales sin miedo a un embarazo no deseado o a contraer enfermedades.

El riesgo reproductivo es la probabilidad de enfermedad o muerte que tienen la mujer o su futuro hijo, en caso de embarazo en condiciones no ideales. Entre los factores de riesgo, se pueden citar, entre otros: el nivel socioeconómico insuficiente, que condiciona el aumento de morbimortalidad por diversos mecanismos: cuidados insuficientes, alimentación deficiente, embarazos no deseados ni aceptados, hábitos sociales inadecuados; multiparidad y período intergenésico menor de 12 meses. Si algunos de estos factores se asocian entre sí, el riesgo se potencia.

Es frente a este riesgo reproductivo, que el Programa de Salud Reproductiva y Procreación Responsable no ha logrado disminuir eficazmente, que debemos pensar en perfeccionar al mismo en su aplicación y en su implementación, dotándolo de las herramientas necesarias para el cumplimiento de sus ambiciosos e imprescindibles propósitos.

La iniciación sexual se ha vuelto cada vez más temprana y, por lo general, se da junto a la carencia o a la insuficiencia de información, y en la más angustiante soledad afectiva, ya que los adolescentes madrugan a sus padres sin que éstos hayan encontrado el momento y las palabras adecuadas para darse la oportunidad de conversar con sus hijos las diversas cuestiones, vitales y trascendentes, problemáticas y dichosas, que hacen a su sexualidad cambiante. 

Día tras día se conocen alarmantes estadísticas que ratifican, invariablemente, la gravedad y la profundidad de un problema que afecta a la adolescencia de nuestra provincia y, en general, a los adolescentes de todo el país: uno de cada cinco bebés que nacen en la Provincia son hijos de adolescentes en edad escolar y a consecuencia de embarazos no deseados.  Y se sabe que la maternidad adolescente representa un alto riesgo para la salud, tanto de la madre como del hijo por nacer. Recientemente, el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), a través de su representante en nuestro país, Dra. María del Carmen Feijoo, advirtió que el índice de embarazo adolescente va en aumento en la Argentina y que la educación sexual en las escuelas es una de las principales herramientas para lograr que disminuya. Uno de cada seis nacimientos (son 600 mil anuales en Argentina) corresponde a mujeres de 15 a 19 años,  "esto demuestra la necesidad de que el sistema educativo formal se haga cargo de la educación sexual" señaló la Dra. Feijoo al presentar el informe anual de población dedicado en el año 2005 a la igualdad de género y a la salud reproductiva, “ya que en estos casos el riesgo de muerte es entre 2 y 5 veces mayor que en los embarazos de mujeres de 20 a 30 años.

 La adolescencia es una  etapa de cambios físicos, afectivos y relacionales. El embarazo en esta etapa, generalmente, es un hecho i-nesperado en la vida de los jóvenes, por lo tanto, desde la educación se puede trabajar positivamente en la prevención de estas situaciones.  En Argentina, el 16 % del total de nacimientos que se producen cada año corresponde a chicas de entre 10 y 19 años, según estadísticas del Ministerio de Salud de la Nación. Es que las adolescentes argentinas no tienen suficiente conocimiento sobre sexualidad y procreación, ni están muy al tanto de cómo funciona el sistema reproductivo. Esto ha hecho que tres de cada veinte argentinos sean hijos de madres adolescentes, según estadísticas del Ministerio de Salud de la Nación.
El Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable enumera los diversos y ambiciosos objetivos que se propone alcanzar, y dentro de éstos, en el artículo 2º, inciso f) se propone “contribuir en la educación sexual de la población”, señalando a tal fin al sector de los adolescentes como prioritario en la necesaria instrucción y educación para la más plena vida sexual.  Es acertada la expresión contribuir ya que reconoce que -en este sentido- son múltiples los agentes educadores y los ámbitos en que esa educación se imparte, y establece con claridad que al Estado no le corresponde constituirse en el “educador sexual” de su población sino que es necesario la interacción del mismo con otros diversos actores sociales.  

En nuestro país, el 40 % de los jóvenes tiene sexo sin usar ningún método anticonceptivo. Según una investigación reciente del Banco Mundial el 94 % de los varones y el 77 % de las mujeres entrevistadas eran sexualmente activos, y entre ellos en el 15 y el 41 % de los casos, respectivamente, se había producido un embarazo. El promedio de edad de iniciación sexual en la Argentina es de 15 años para las mujeres y 16 para los varones.  Es preciso que los programas hagan lo posible para que todos los adolescentes asuman la responsabilidad de su conducta sexual y protejan su salud sexual y reproductiva por medio de educación apropiada y precisa sobre la misma, dentro y fuera de las escuelas.

Resultan evidentes y obvios los beneficios que conlleva la educación sexual que, en muchos casos, pueden ser tan decisivos que se constituyan en el límite entre la vida y la muerte, evitando embarazos tempranos no deseados, y previniendo enfermedades infecto-contagiosas y secuelas severas por complicaciones post-parto. 

Las modificaciones propuestas al texto de la Ley 13.066 apuntan a extender el alcance del Programa establecido por la Ley, puntualmente en lo referente a la educación sobre la sexualidad, de forma tal que el mismo comprenda también a los educandos desde el primer año de educación general básica reconociendo la realidad vertiginosamente cambiante que hace necesario ir dando a los educandos las iniciales herramientas para conocer, en un marco de seguridad y confianza, las características de su propio cuerpo, el cuidado del mismo, y la preparación para los cambios que se irán sucediendo en el mismo; es decir, posibilitar un ámbito de confianza y entre pares que humanice más la relación entre las personas y se pueda crecer sin las angustias y la desinformación con que hoy lo hacen nuestros niños. Reconociendo también que hay generalmente un nivel de formación muy bajo entre los padres y los docentes con relación a estas temáticas y que, a algunos, dentro de la informalidad, y aún en el contexto familiar, se les hace muy difícil encarar este tipo de temas con los chicos por carecer de las herramientas suficientes para hacerlo. 

Se trata de apuntalar el rol de los padres pero nunca de reemplazarlos, es una tarea mancomunada. La escuela pasa a tener un rol clave no sólo de formación, sino también de contención.  La información con la que cuenten los niños y los adolescentes va a ser beneficiosa para muchas cuestiones porque, en principio, la sexualidad no debería ser un tema tabú, debería comunicarse de una forma pedagógica para que nuestros hijos no se vean obligados a indagar sobre el tema por fuera del ámbito familiar o de la educación formal.  Hoy la televisión y los amigos dan una información vaga y muchas veces compleja de analizar.  La idea es que desde la educación formal ellos puedan adquirir conocimientos que les permitan tener información para desarrollar sin miedo algo natural como es su propia sexualidad.

Cabe señalar que el Programa establecido por la Ley 13.066 se desarrolla en forma muy parcial y limitada y, particularmente, en relación con la contribución en la educación sexual que debe realizar la autoridad de aplicación del mismo, ya que se limita al dictado de una materia en la currícula del primer año del Polimodal, abarcando a menos de un tercio de los alumnos del citado nivel de educación.  Además, las autoridades de los colegios polimodales de gestión no oficial  se ocuparon de aclarar a quien le interesara conocer que ellas no iban a acatar los contenidos a impartir fijados por las autoridades educativas y sí impartirían una “educación para el amor”, concepto que por su vastedad y su vaguedad nos plantea todo tipo de dudas en relación con la necesaria educación para la sexualidad responsable y plena.
Frente a esas mismas situaciones de riesgo reproductivo, la contracepción quirúrgica adquiere entidad como método anticonceptivo terapéutico-preventivo. La ligadura tubaria y la vasectomía constituyen una opción a adoptarse en los casos en que los métodos anticonceptivos no puedan ser utilizados por la mujer o por el hombre, debido a dificultades de orden físico-clínico y/o psicológico y/o social.

Sin embargo, tanto la ligadura tubaria como la vasectomía, dejaron hace tiempo de ser simplemente una terapia límite preventiva, y se han convertido en un requerimiento repetido y voluntario de las mujeres y de los hombres respectivamente.

De esta forma, estas prácticas infertilizantes y, en particular, la ligadura de trompas, han sido caracterizadas sucesivamente como terapéuticas, forzadas y electivas. En la última de estas hipótesis, la práctica de la esterilización no sólo tiende a resolver una determinada patología, sino también a satisfacer otras necesidades de similar importancia para las grávidas o para la familia: proporcionar alimento, vestido, vivienda y educación a sus vástagos, evitar o espaciar la procreación, entre otras muchas razones. De tal forma, esta práctica está puesta al servicio de un bienestar futuro del paciente, incluyendo entre sus efectos benéficos la posibilidad de un ejercicio de la sexualidad sin la contingencia de embarazos no previstos o no deseados.

En oportunidad de tratarse este tema de la contracepción en el seno de la Comisión de Salud de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el 6 de octubre de 1999, el Dr. Nicholson puntualizó: “planteada la práctica esterilizante en mujeres dentro del ámbito hospitalario público, se advierte una tensión entre quienes se enrolan en el denominado enfoque restringido (rigurosamente terapéutico), determinados profesionales médicos, pero también juristas y moralistas, que apelan a la necesidad actual, real y concreta de proteger la vida amenazada de las grávidas: estado de necesidad, situación de urgencia o emergencia, donde el principio terapéutico habilita el procedimiento; y aquéllos que participan del enfoque amplio, de nuevo cuño y en permanente elaboración, que se vale de la indicación médica para conceder importancia a la prevención, esto es anticipar las disfunciones más o menos peligrosas en el futuro hipotético embarazo, configurando un derecho humano básico referido a la libertad de elección de las mujeres y su pareja sobre su capacidad procreativa y al respeto del libre ejercicio de su sexualidad, incluyendo la decisión íntima de tener hijos o no tenerlos, cuántos y cómo espaciarlos, contar con los medios que permitan adoptar estas decisiones y volverlas efectivas sin correr riesgos evitables para la salud, y aún para la vida. Ambos criterios, en principio biomédicos, involucran asimismo aspectos teóricos provenientes de las ciencias sociales, así como del campo teológico, filosófico y moral”.
Para el citado Dr. Nicholson, la ligadura tubaria o ligadura de Trompas de Falopio es una intervención quirúrgica utilizada como método de infertilización femenina, y no de esterilización, como comúnmente se cree, agregando que, en muchos lugares del mundo hay estadísticas que demuestran que mujeres que se han seccionado las trompas, si se hacen la anastomosis en la terminal de las trompas seccionadas, tienen un 70 u 80% de posibilidad de éxito. Y completó la información expresando que, incluso, hay procedimientos más fáciles, como la colocación de unos clips, que se sitúan por laparoscopia y se produce la obstrucción tubaria. Si la mujer resuelve tener hijos, vuelve a hacerse otra laparoscopia, se le sacan los clips o anillos y puede perfectamente volver a quedar embarazada. Agregó que la ligadura tubaria no implica cercenamiento sino obstrucción de la trompa, que no impide un futuro embarazo mediante técnicas de fecundación asistida, a la vez que también existen técnicas de permeabilización, como la recanalización quirúrgica de los conductos ligados, a través de microcirugía, en la que se corta la parte de la trompa dañada y se une de nuevo al útero. Lo que sobresalió de esa reunión es que, en la actualidad, dicha intervención no es esterilizante ni mutilante.


En cuanto a la vasectomía, provoca en el hombre un estado de infertilidad que debe ser considerado permanente, aunque no definitivo, ya que tampoco debe ser considerada una práctica de esterilización. Si un hombre vasectomizado pretende tener descendencia, deberá someterse a una nueva cirugía encaminada a revertir la condición de infértil. La vasectomía puede ser reversible, incluso décadas después de haber sido practicada. 


Sin embargo, existe en nuestro país una recurrente oposición de los médicos, particularmente en el ámbito de la salud pública, a realizar la intervención de la ligadura tubaria sin contar previamente con autorización judicial. Así, la Justicia ha sido llamada a pronunciarse en numerosos fallos, fundamentalmente a través de acciones de amparo, no para otorgar la autorización judicial previa que los médicos exigen, producto de una inadecuada aplicación de la ley 17.132, sino para hacerles saber a los profesionales médicos que no se requiere dicha autorización judicial, en tanto exista una indicación terapéutica precisa para su práctica y resaltando siempre, con particular énfasis, el deber profesional de informar e ilustrar para requerir luego el necesario consentimiento informado de los pacientes. 

En cada una de esas circunstancias se ponen en juego decisiones personales de la pareja en orden a la procreación, la salud, la vida, el núcleo familiar, la privacidad de la vida sexual, conductas autorreferentes (aquéllas que no perjudican la moral pública ni lesionan derechos ajenos); en suma, la libertad de ambos cónyuges y la de cada uno, de determinar, de acuerdo a su conciencia moral  o a sus creencias religiosas, conductas como tener hijos o no tenerlos, cuándo y cuántos se quieren tener, pues estas decisiones hacen al plan personal de vida, que no genera efectos nocivos para los demás.  

 Por estas razones, consideramos necesario introducir modificaciones a la legislación vigente, de forma tal de dejar expresamente estipulada la factibilidad de este tipo de prácticas, sin el requisito de obtener previamente autorización judicial alguna, tornando exclusivamente necesaria la indicación terapéutica y el consentimiento informado por parte de los pacientes, que asegure el estado de plena conciencia y el conocimiento de los alcances y de las consecuencias de la práctica a realizar. Respetando también, cabe destacarse, la objeción por razones de conciencia que los profesionales puedan realizar, ante la cual el hospital o el efector de salud del que se trate deberá procurar otros profesionales dispuestos a la realización de las prácticas.
En nuestra Provincia, no sólo la ligadura sino también el corte de las Trompas de Falopio, se realizan comúnmente en la medicina privada, por lo que el pedido de autorización judicial en el ámbito de la salud pública implica una notoria desigualdad en la protección de la salud de la población en función de que la persona posea o no capacidad económica para poder acudir a la medicina paga. La iniciativa en consideración posibilitaría, con su sanción, la igualación de las oportunidades en relación con estas prácticas, tornándolas al alcance de todos los habitantes de la Provincia de Buenos Aires a través de su realización en el sistema de salud pública, tal como ya sucede en las provincias de Río Negro, Chubut, Tierra del Fuego, La Pampa, Chaco, Neuquén,  Santa Fe, y en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires.

Finalmente, merece un párrafo aparte la modificación propuesta en cuanto a la introducción de la llamada “anticoncepción de emergencia”, o “píldora del día después”. Ya hay cinco provincias: Mendoza, Río Negro, Neuquén, La Pampa y Chubut, además de la ciudad Autónoma de Buenos Aires y el municipio de Rosario, que incorporaron a sus programas de salud reproductiva este método, que debe suministrarse dentro de las 72 horas de producida una relación sexual sin protección o en la que la protección falló, para evitar un embarazo. Mendoza fue una de las primeras jurisdicciones del país que en el año 1999 sumó la anticoncepción de emergencia a la oferta de contraceptivos que se entregan en la red pública de salud de la provincia. 

En Neuquén, la anticoncepción de emergencia se distribuye desde fines de 2002, entregándose en todos los establecimientos de salud que lo solicitan, incorporado como un anticonceptivo más. La distribución gratuita de anticoncepción de emergencia en La Pampa llegó durante el año 2004, en que se capacitó a los médicos de toda la provincia y es Chubut la otra provincia que ofrece el tratamiento gratuitamente. En los Centros de Salud porteños, desde el año 2003 se viene trabajando en la información y capacitación sobre el método siendo ésa, justamente, la clave: que todas las mujeres conozcan la existencia del método y que las que no puedan comprarlo en el momento de necesitarlo, puedan pedirlo gratuitamente en una guardia de un centro de salud. De tal forma, proponemos avanzar también con este método terminando con los mitos y prejuicios en torno al mecanismo de acción de la llamada “píldora del día después”, que señalan que se trata de un método “abortivo”, ya que esta afirmación ha sido desmentida en reiteradas oportunidades por investigaciones científicas y por la propia Organización Mundial de la Salud.
Por último, es necesario destacar que para la aplicación de cualesquiera de los diversos métodos de anticoncepción previstos en la presente ley, seguirá siendo condición contar con la correspondiente prescripción del profesional o del servicio de salud actuante.

Por las razones expuestas, les pido a los señores Diputados tengan la amabilidad de acompañar con su voto el presente proyecto.

